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Panel integrado por su presidenta, la Jueza Jiménez Velázquez, la 

Jueza Domínguez Irizarry y la Jueza Romero García. 
 

Jiménez Velázquez, jueza ponente. 
 
 

RESOLUCIÓN 
 
En San Juan, Puerto Rico, a 13 de enero de 2016. 

 Scotiabank de Puerto Rico presentó, el 21 de octubre de 

2015, esta Petición de certiorari, mediante la cual procura que 

revoquemos la Resolución emitida por el Tribunal de Primera 

Instancia, Sala de Bayamón, que denegó su solicitud de 

desestimación de la demanda por falta de jurisdicción. La 

desestimación de la demanda está cimentada en que las 

alegaciones conforman una causa de acción al amparo de la ley 

federal Financial  Institutions Reform, Recovery and Enforcement Act 

of 1989, conocida por sus siglas como FIRREA, por lo que el 

tribunal carece de jurisdicción sobre la materia. 12 USC sec. 1821. 

 A la parte recurrida se le ordenó expresar su posición en un 

término a vencer el 30 de noviembre de 2015, sin que a esta fecha 

haya comparecido a oponerse al recurso. Por lo tanto, 

prescindimos de su posición para impartir justicia apelativa rápida 

y eficaz. 
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 Tras una lectura sosegada de la Resolución emitida el 7 de 

julio de 2015, así como de los documentos que conforman su 

apéndice, denegamos expedir el auto de certiorari. 

I 

 El presente asunto interlocutorio que nos ocupa surgió en el 

contexto de un demanda sobre sentencia declaratoria y solicitud 

de nulidad de contrato que la señora Aida E. Avilés Collazo y su 

esposo Benito Inglés Ramos presentaron en contra de Scotiabank 

de Puerto Rico (Scotiabank), o RG Premier Bank of Puerto Rico 

(Premier Bank) y otros, el 19 de agosto de 2014.  

 En dicha demanda, el matrimonio Inglés-Avilés procuró la 

nulidad del contrato de préstamo otorgado el 3 de mayo de 2000, 

entre ellos y RG Premier Bank, ahora Scotiabank, por la suma de 

$22,000, al 9.49944% de interés anual, durante el término de 

quince (15) años. En lo particular, el matrimonio Inglés-Avilés 

sostuvo que el préstamo era por 180 mensualidades de $184.99 

cada una, y que el encasillado del último pago o balloon payment 

aparecía en blanco en el contrato de préstamo. Para evidenciar la 

acreencia, se otorgó un pagaré hipotecario y se constituyó una 

hipoteca sobre determinado bien inmueble de los deudores en 

garantía del préstamo.1 Es decir, que estos no acordaron un pago 

final englobado y que la cláusula fue incluida por el banco 

acreedor sin su consentimiento, por lo que existió dolo en la 

contratación. Los demandantes alegaron que el acreedor les había 

requerido el pago de unos $18,000, como pago final englobado, 

cantidad que ellos no podrían pagar por carecer de capacidad 

económica, y que de conocer ese término del contrato de préstamo, 

no hubieran consentido al mismo.  

                                                 
1 Se alegó que ni el pagaré suscrito ante Notario Público, ni la escritura de 
hipoteca, contiene cláusula alguna mediante la cual se estableciera la obligación 

de los deudores para un pago final de $17,899. 
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 En síntesis, el matrimonio Inglés-Avilés solicitó que el 

tribunal adjudicara los derechos y obligaciones de ambas partes, 

decretara la nulidad del contrato de préstamo otorgado el 3 de 

mayo de 2000 y, además, declarase que la deuda quedó satisfecha 

sin tener que realizar el balloon payment impugnado. 

 Scotiabank contestó la demanda, y luego de varios trámites 

de rigor, presentó el 21 de mayo de 2015, una solicitud de 

desestimación por falta de jurisdicción y por prescripción. La 

solicitud desestimatoria estuvo predicada en que el matrimonio 

Inglés-Avilés no había agotado los remedios administrativos 

mandatorios establecidos por FIRREA. Es decir, que las 

alegaciones sobre presuntas actuaciones u omisiones de 

empleados, funcionarios u oficiales de RG Premier, banco fallido y 

acreedor antecesor a Scotiabank, nada tenían que ver con 

Scotiabank. Además, que de aceptar como correctas las 

alegaciones aludidas, la demanda no exponía una reclamación que 

justificara la concesión de un remedio. Ello, en virtud de la sección 

1821(d)(13)(D) de FIRREA que establece la ausencia de jurisdicción 

de los tribunales estatales, y por ende, de su facultad de revisión 

judicial en torno a reclamaciones, monetarias o no, relacionadas a 

cualquier acto u omisión de la institución bancaria fallida o del 

Federal Deposit Insurance Corporation (FDIC), como síndico 

liquidador. Argumentó que todas las reclamaciones contenidas en 

la demanda eran por hechos ocurridos al momento de RG Premier 

ser el dueño del préstamo en cuestión, las cuales están sujetas al 

proceso de revisión administrativa que establece FIRREA.  

Asimismo, planteó que, ante la falta de agotamiento de los trámites 

administrativos ante el FDIC, el tribunal carecía de jurisdicción y 

procedía la desestimación de la demanda. 

 También, Scotiabank aludió a que al adquirir los préstamos 

y los activos de RG Premier no habían asumido las obligaciones 
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por los incumplimientos contractuales alegados en la demanda 

relacionadas a representaciones o actuaciones de empleados u 

oficiales de RG Premier. Para apoyar este planteamiento, 

Scotiabank se refirió al documento conocido como el Purchase and 

Asumption Agreement, mediante el cual se acordó la adquisición 

por Scotiabank de ciertos activos del banco fallido, RG Premier. 

 Por último, Scotiabank planteó que la causa de acción 

estaba prescrita ya que el término prescriptivo de cuatro (4) años 

por dolo, desde la consumación del contrato, había expirado. 

 El matrimonio Inglés-Avilés se opuso a la desestimación y 

solicitó autorización para enmendar la demanda para incluir una 

segunda causa de acción para la entrega del pagaré hipotecario por 

haber pagado la deuda en su totalidad y otra, para el resarcimiento 

en daños por Scotiabank haber incurrido en actos culposos en el 

cobro de la deuda no pactada, más el pago de honorarios de 

abogados. 

 Scotiabank replicó a la oposición a la desestimación; 

también se opuso a la autorización para enmendar la demanda. 

 El tribunal recurrido emitió la resolución impugnada que 

declaró No Ha Lugar a la desestimación promovida por Scotiabank. 

La misma es un dictamen judicial razonado y particularizado. 

Asimismo, la Juzgadora intimó que no estaba en posición de 

resolver la controversia en los méritos; también aclaró que no 

estaba ante una causa de acción en daños y perjuicios por actos u 

omisiones de empleados u oficiales de RG Premier. Además, abrigó 

dudas sobre si Scotiabank es responsable por cobrar una suma 

que no le corresponde o si, por el contrario, la deuda había sido 

satisfecha en su totalidad. En cuanto a la prescripción por dolo, 

afirmó que antes de adjudicar sobre ese particular, primero habría 

que determinar cuándo se consumó el contrato realmente, para 

determinar la fecha en que comenzó a correr el término 
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prescriptivo aplicable. En fin, denegó la desestimación dado que 

ninguna de las partes la ilustró sobre cuánto se debe pagar por un 

préstamo de $22,000 de principal, pagadero a 15 años, a un 

interés anual de 9.50%, cuando ya se habían pagado $33,298.20. 

Es decir, cuando se habían pagado $11,298 por encima del 

principal, y se pretendía cobrar otra suma de unos $17,000. 

 El tribunal recurrido, además, permitió la enmienda a la 

demanda contra Scotiabank, y ordenó la continuación de los 

procedimientos. 

II 

El auto de certiorari es un remedio procesal utilizado para 

que un tribunal de mayor jerarquía pueda corregir un error 

cometido por un tribunal de menor jerarquía. La expedición del 

mismo, como señala la ley, queda en la sana discreción de este 

Tribunal. Negrón v. Srio. de Justicia, 154 DPR 79, 91-92 (2001). 

Esta discreción debe ejercerse de manera ponderada, y luego de un 

ejercicio razonado de los intereses judiciales involucrados, pero, 

sobre todo, su ejercicio debe estar avalado en la función judicial de 

corregir algún error en que haya incurrido el foro de instancia.  

Nuestro Tribunal Supremo ha expresado, en repetidas 

ocasiones, que la discreción es el instrumento más poderoso que 

tienen los jueces en su misión de hacer justicia. Lugo v. Municipio 

de Bayamón, 111 DPR 679, 680 (1981). En el ámbito del 

desempeño judicial, la discreción “no significa poder para actuar 

en una forma u otra, haciendo abstracción del resto del Derecho”, 

sino “una forma de razonabilidad aplicada al discernimiento 

judicial para llegar a una conclusión Justiciera”. Bco. Popular de 

P.R. v. Mun. de Aguadilla, 144 DPR 651, 658 (1997).  

En virtud de esta normativa, resulta imperativo entender el 

alcance de nuestra función revisora como foro apelativo al 

intervenir, precisamente, con la discreción judicial. Este Tribunal 
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no intervendrá con el ejercicio de la discreción del Tribunal de 

Primera Instancia, salvo en aquellos casos en los que exista un 

grave error que revele una actuación prejuiciada y parcializada, o 

en los que esté presente una equivocación en la interpretación o 

aplicación de cualquier norma procesal o de derecho sustantivo. 

Lluch v. España Service Sta., 117 DPR 729, 745 (1986).  

Con el objetivo de que ejerzamos de manera sabia y prudente 

nuestra facultad discrecional para evaluar los méritos de los 

asuntos que nos plantean mediante un recurso de certiorari, la 

Regla 40 del Reglamento de este Tribunal, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

40, indica los criterios que debemos tomar en consideración al 

entender en una solicitud de expedición de este recurso. La 

expedición del mismo, como señala la ley, descansa en la sana 

discreción de este Tribunal.  

La referida Regla dispone lo siguiente:  

El Tribunal tomará en consideración los siguientes 
criterios al determinar la expedición de un auto de Certiorari 
o de una orden de mostrar causa:  

 
(A) Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son contrarios a 
derecho.  

 
(B) Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.  
 
(C) Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso y 

manifiesto en la apreciación de la prueba por el Tribunal de 
Primera Instancia.  

 
(D) Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales deberán 
ser elevados, o de alegatos más elaborados.  

 
(E) Si la etapa del procedimiento en que se presenta el 

caso es la más propicia para su consideración.  
 
(F) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causa un fraccionamiento indebido del pleito y una 
dilación indeseable en la solución final del litigio.  

 
(G) Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa evita un fracaso de la justicia.  

 

Estos criterios o guías deben aplicarse al recurso en 

cuestión de manera integral, no fragmentada, sin menoscabar una 
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razonada discreción judicial y siempre en ánimo de impartir 

justicia apelativa.  

En este caso, luego de un análisis sosegado, no está 

presente ninguno de los criterios que establece la Regla 40 de 

nuestro Reglamento para expedir el auto de certiorari. El foro 

primario emitió una Resolución fundamentada y razonada.  

 Por todo lo anterior, concluimos que el Tribunal de Primera 

Instancia no incurrió en arbitrariedad o en craso abuso de 

discreción al denegar la solicitud de desestimación promovida por 

Scotiabank. Por consiguiente, no intervendremos con la Resolución 

recurrida en esta etapa de los procedimientos, ya que no se 

cumplen con los criterios establecidos en la Regla 40 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones.  

Nos parece que la Juzgadora actuó de manera sosegada y 

ponderada al evaluar la totalidad de los escritos ante su 

consideración. Por lo tanto, procede que nos abstengamos de 

expedir el auto solicitado y, así, se sostenga el dictamen del 

Tribunal de Primera Instancia.  

Apuntamos, no obstante, que la denegatoria de expedir el 

referido auto no constituye una adjudicación en los méritos, y 

responde al ejercicio de la facultad discrecional del Tribunal 

Apelativo para no intervenir a destiempo con el trámite pautado 

por el foro de instancia, evitando que se dilate innecesariamente la 

resolución final del pleito. Véase, Núñez Borges v. Pauneto Rivera, 

130 DPR 749, 755-756 (1992). La parte afectada por la denegatoria 

de expedir el auto en controversia, tiene a su favor revisar el 

dictamen final, cuando se resuelva la causa de acción por el foro 

sentenciador. Véanse, Negrón v. Srio. de Justicia, supra, pág. 93; 

Bco. Popular de P.R. v. Mun. de Aguadilla, supra. La deferencia al 

juicio y discreción del foro primario está cimentada en que los 

foros apelativos no pueden pretender disponer ni manejar el 
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trámite ordinario de los casos que se ventilan ante el Tribunal de 

Primera Instancia. No existe duda de que dicho foro es el mejor que 

conoce las particularidades del caso y el que está en mejor posición 

para tomar las medidas que permitan el adecuado curso hacia la 

disposición final. 

III 

 Por las razones antes expuestas, denegamos expedir el auto 

de certiorari. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 
 

 
Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


